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    Aquí había un mundo aparte, que no tenía semejanza con nada;

    aquí había leyes especiales, con su indumentaria, su moral

    y sus costumbres propias, y una Casa Muerta en vida,

    una vida como en ningún otro lugar.

    Fiódor Dostoievski, Memorias de la Casa Muerta, 1862.




    Este libro ofrece una historia de la colonia penal de las Islas Marías. Responde al reto de analizar un régimen penitenciario que perdura en México. De Siberia a la Isla del Diablo, las colonias penales han ocupado un lugar dentro del imaginario social en diversos lugares y momentos. Las Islas Marías no son la excepción. Alrededor de este archipiélago es nutrida la cantidad de relatos y experiencias cuyo escrutinio anima al historiador a estudiar qué ocurrió en ese penal.


    El archipiélago de las Marías se ubica a poco más de 100 km de las costas del puerto de San Blas, Nayarit, y está conformado por las islas María Madre, María Magdalena, María Cleofas y el islote de San Juanito. Descubiertas en 1532 por Pedro de Guzmán, prácticamente a nadie llamaron la atención durante la época colonial.1 Sería a lo largo del siglo XIX cuando sus recursos fueron explotados por particulares. En 1857 se dieron en arrendamiento al señor Álvarez de la Rosa. Después, el general José López Uraga se convirtió en su propietario, pero más tarde le fueron confiscadas, para serle devueltas en 1878. Un año después las transfirió a Manuel Carpena. En 1905, la viuda de éste, Gila Azcona Izquierdo, las vendió al gobierno federal en 150 000 pesos. En ese mismo año, un decreto promulgado el 12 de mayo selló el destino de María Madre: se convirtió en colonia penal.


    Sin embargo, en ese momento la legislación no contemplaba la pena de relegación —sólo establecía prisión, multa y apercibimiento— aunque se transportaba penalmente a Quintana Roo y al Valle Nacional de manera discrecional y bajo una concepción distinta a la de establecer colonias penales. La situación cambió en 1908. Mediante un decreto expedido el 26 de junio, el Congreso legalizó esta pena, que provisionalmente se reglamentó el 13 de enero de 1909.2 La colonia penal empezó a funcionar sobre esas bases. Su situación jurídica no cambió con la Revolución. Al discutir el sistema penitenciario, el Constituyente de 1916 retomó el discurso liberal, sobre todo en su versión porfiriana, y conservó la relegación entre el repertorio de penas.3 Cuatro años después, se expidió un reglamento interior que puntualizó las normas bajo las cuales vivirían los pobladores de la colonia penal.4


    La historia legislativa de la colonia penal puede rastrearse, pero es insuficiente para explicar los rasgos que adquirió. A pesar de que se ha escrito bastante, se desconoce a cabalidad cómo y quiénes eran remitidos; así como sus administradores y, lo más enigmático, la vida de los penados dentro de los “muros de agua”, como calificó José Revueltas ese espacio punitivo. Así, historiar la colonia penal exige combinar los enfoques jurídico, social y cultural.


    Con algunas licencias, podría decirse que la colonia penal de las Islas Marías es un mito y a la vez un misterio. Esto se debe a diferentes factores. No existe un balance crítico de las ideas y las teorías jurídicas que la sustentaron. Además, se desconocen los sinuosos caminos de este establecimiento con los cambios de gobierno y de régimen de la primera mitad del siglo XX. También hace falta estudiar sus vínculos con el aparato estatal del México moderno. Por si esto fuera poco, posee un halo enigmático porque desde su fundación, su identidad se ha construido a partir de una compleja trama de testimonios, un hecho que visto de manera positiva, dejó una abundante y variada cantidad de fuentes.


    El propósito de este libro, entonces, es revisar la etapa que va de 1905 a 1939. Esto es, se estudia desde la maduración del proyecto de colonia penal y su fundación como establecimiento de control de delincuentes menores e incorregibles (vagos, borrachos, reincidentes y ladrones) hasta finales de 1930, cuando entró en vigor un estatuto orientado a reestructurar la jurisdicción y tutela del penal, coincidiendo a la vez con la época en que perdió fuerza la estrategia de regenerar con base en una pedagogía laica.


    Así, se trata de décadas formativas para este penal, entre las que destacan, por un lado, las gestiones de Arturo Cubillas y Manuel Novoa, y por el otro, las de Agapito Barranco, Francisco J. Múgica, Macario Gaxiola, Margarito Ramírez y Marcelino Murrieta. A estas administraciones no corresponden cortes cronológicos estrictos. Resulta imposible dejar a un lado que la colonia penal dio material a escritores y periodistas, dentro de los cuales figuraron Miguel Gil, Juan de Dios Bojórquez, Judith Martínez, Martín Luis Guzmán, José Revueltas y Luis Spota. Casi todos destacaron que además de recibir pequeños pero cuantiosos transgresores de la ley, la colonia penal fue el derrotero de disidentes políticos. En suma, es un periodo durante el cual adquirieron forma las características de esta institución, permanentemente sujeta a las relaciones entre el director de la colonia, el resto del personal administrativo y los reos.


    Si bien se ha escrito bastante sobre la historia de las Islas Marías, no hay un estudio histórico sobre esta institución. Oscilando entre la investigación y la administración pública, los penalistas han restituido el pasado del “patrimonio penitenciario” en trabajos que acopian gran cantidad de información. El más conspicuo aseguró que lo hasta entonces publicado era, en parte, “producto de la fantasía”.5 Sin embargo, esas miradas hacia el pasado estaban guiadas por el afán de entender la realidad penitenciaria que les era contemporánea y menos por entender la historicidad de la colonia penal.6


    En tal sentido, este libro ofrece una historia de la colonia penal como caso singular en la relación del Estado con grupos marcados por la exclusión social. Acercarse a este problema supuso revalorar enfoques que van más allá del discurso que sustenta la dominación. Lo propio ocurre con las fuentes, donde fue necesario combinar testimonios de naturaleza diversa. A la documentación administrativa se suman, entre otros registros, los de carácter jurídico, literario, epistolar, memorístico, gráfico y hemerográfico. El resultado es una imagen plural, rica y más compleja de lo que ocurría en relación con la experiencia penal en las Marías que pretende dialogar con la historiografía sobre el binomio crimen y castigo.7


    Así, conocer la colonia penal de las Islas Marías no sólo ayuda a comprender su presencia actual (tanto física, en la realidad penitenciaria, como discursiva, en debates oficiales y opinión pública), también permite visualizar las transformaciones históricas del Estado mexicano, la actitud de los grupos hegemónicos hacia la transgresión de sus normas, así como las formas de resistencia y negociación a la dominación.


    Ahora bien, este trabajo parte de tres preguntas fundamentales. La primera abre el camino a las características esenciales de toda institución de control: ¿cómo define el Estado la transgresión y cómo se ocupa de este fenómeno?, es decir, ¿cuál es su reacción ante quienes considera disruptivos? Durante el México moderno se pretendió —quizá más que en ningún otro periodo de nuestra historia— fortalecer al Estado mediante instituciones. Dentro de este programa se encontraron espacios de reclusión erigidos con la finalidad de controlar y reeducar a quienes se apartaban de la norma y el deber ser, codificados en leyes, discursos y numerosos escritos.


    De esto se desprende que la colonia penal de las Islas Marías fue un caso singular, pero de ninguna manera aislado de cara a esa política orientada a contener y disciplinar a los etiquetados como transgresores. Empeñado en entender qué lugar ocupó el penal dentro del conjunto de instituciones de control, advertí que de la transportación de reos desde la capital al régimen que se observaba dentro de los muros de agua, se expresaron opiniones sobre la práctica y finalidad de este castigo, inventando su excepcionalidad dentro del mundo carcelario. Más allá de su finalidad de readaptar, la colonia penal despresurizó otros espacios correccionales urbanos y desahogó gran cantidad de transgresores que fueron aprehendidos, en gran medida, al margen de las formas jurídicas.


    Sobre esas huellas construí esta investigación que en cuatro capítulos presenta la historia de la colonia penal. El primero se adentra en los proyectos de colonización penal y la legalización de la pena de relegación. Desde entonces las discusiones jurídicas sobre dicha pena ofrecen un desfase entre la legislación y su aplicación. El segundo capítulo, precisamente, detalla los procedimientos policiales y administrativos que caracterizaron la deportación de vagos, rateros, toxicómanos, traficantes, y también disidentes políticos. Es, entonces, una especie de inicio del viaje a las Islas Marías. Por su parte, los dos últimos capítulos adentran al lector a la llamada “isla del hampa” o “tumba del Pacífico”: el tercero se ocupa del espacio, la población y la administración pretendiendo lograr una fotografía y darle movimiento; mientras que el cuarto detalla los perfiles sociales de los reos, su cotidianidad y las intervenciones de la familia.


    Para terminar, debo dedicar algunas palabras aclaratorias de este trabajo. Parece consustancial al taller del historiador regresar sobre temas que se creían, al menos profesionalmente, liquidados. Si bien fue una tesis lo que dio origen a este libro, se actualizó la bibliografía, varios archivos fueron revisitados, se acopió material de índole diversa y, por último, se reorganizó y reescribió buena parte del texto para que el lector encontrara algo distinto a una tesis publicada.


    Esto en nada me exime como autor para agradecer a la comunidad del Instituto Mora, donde presenté hace ya algunos años una versión de este trabajo. En esa etapa, fueron fundamentales los comentarios que recibí de Elisa Speckman, Érika Pani, Cristina Sacristán, Alicia Salmerón, Alberto del Castillo y Ricardo Pérez Montfort. En el mismo sentido, agradezco a la Dirección de Estudios Históricos, donde por fin encontré la posibilidad de reelaborar este trabajo para su publicación. Sería inapropiado personalizar los agradecimientos, pues en este centro de investigación he contado con un apoyo generalizado.
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    CAPÍTULO I

    

    LA COLONIZACIÓN PENAL EN MÉXICO:

    EXPECTATIVAS, DEBATES Y DESENCUENTROS
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    La colonia penal de las Islas Marías obliga a conocer proyectos, discusiones y reformas jurídicas. De 1871 a 1939, la pena de relegación pasó de ser un anhelo a un instrumento punitivo que englobaba un conjunto de prácticas. A pesar de que la idea general se mantuvo, hubo matices, momentos y experimentos. Por ese motivo, en este capítulo me ocupo de los debates y las leyes en torno a la transportación penal en tres etapas: una embrionaria (1871-1904); la segunda de materialización y crisis (1905-1919), y la última de transformación y cuestionamientos (1920-1939).


    Este acercamiento precisa analizar culturas jurídicas, expresión que se refiere al conjunto de creencias, opiniones y expectativas en relación con el derecho y las leyes. En tal sentido se encuentra, por una parte, la cultura jurídica interna en la que figura el discurso de los operadores del sistema jurídico, esto es, juristas, jueces, legisladores y criminólogos. Por la otra, la cultura jurídica externa, que comprende manifestaciones no especializadas en torno a la ley, aspecto que está al margen de este acercamiento, o al menos de este capítulo.1


    Antes de detallar los proyectos en torno a la colonización penal, debe recordarse que el penalismo liberal estuvo presente más en la inspiración de los cuerpos legales que en el debate de los teóricos.2 Fue esta la plataforma de la legislación decimonónica de la Independencia a la Revolución, pasando, por tanto, por el Porfiriato.3 En particular, en esta etapa el discurso teórico asimiló diferentes corrientes positivistas y evolucionistas.4 Con base en éstas, se articuló una mirada pretendidamente científica en torno a la criminalidad, nutrida de las ideas de la antropología y la sociología criminal representadas por Cesare Lombroso, Enrico Ferri y otros estudiosos.5 Se ha señalado que el miedo al desorden, la defensa de la propiedad privada y la prescripción del deber ser fueron encubiertos en esas voces acreditadas como científicas.6 Al mismo tiempo, se ha destacado que entre las propuestas de las nuevas escuelas figura la individualización del delito, al que se veía como manifestación concreta de un agente social morboso, distanciándose de la escuela clásica de derecho penal, para la cual éste se definía como la infracción voluntaria de la ley. Consecuentemente, buena parte de la generación de juristas y criminólogos porfirianos propuso diversificar las penas, sosteniendo que cada tipo criminal reclamaba un castigo especial. Presumían que era fundamental el escrutinio tanto de los rasgos físicos del llamado “hombre delincuente” como de las causas ambientales que supuestamente lo llevaron a delinquir.7 Esta tendencia fue uno de los componentes sociales de la “política científica” apuntalada en el liberalismo transformado del último tercio del siglo XIX.8


    Después de la Revolución, el sistema penitenciario no fue ajeno al proceso de reconstrucción del Estado. En términos jurídicos, éste inició en el Congreso Constituyente de 1916. De nuevo se impuso la herencia liberal y se habló de recuperarla al considerarse que ésta había sido violada en el Porfiriato. En materia penal, se conservaron los cuerpos legales hasta 1929, año en que se promulgó un código de inspiración positivista. Dos años después fue sustituido por otro que presumía abandonar ortodoxias doctrinarias, apostando por un carácter práctico y “ecléctico”. Este apretado recuento resulta fundamental para entender los debates en torno a la colonización penal.


    ORÍGENES, 1871-1904


    Los proyectos más tempranos para establecer colonias penales en territorio mexicano se remontan a mediados del siglo XIX. El primero del que se tiene noticia fue formulado durante el gobierno de Benito Juárez, cuando se pretendió fundar “colonias presidiarias” en Yucatán y Baja California. El decreto expedido bajo su mandato señala que allí podían ser enviados los reos con sus familias y recibir una parcela para trabajarla “gozando de todos los derechos de hombres libres”.9 Más adelante, se pretendió crear una “colonia de deportados” en las Islas Marías durante el Segundo Imperio, pero esta empresa no se concretó.10 Nada extraño resulta que el gobierno de Maximiliano haya impulsado la pena de relegación en México, cuando la Francia de Napoleón III mantenía las colonias penales en Guyana y Nueva Caledonia.11


    Fuera de estos proyectos malogrados de colonización penal, se establecería la práctica de remitir, al margen de la ley, a individuos considerados vagos y malvivientes a trabajar en condiciones oprobiosas. Así, hay varios testimonios sobre la deportación ilegal de sectores marginales de la capital del país así como de yaquis —entre otros grupos— a las haciendas tabacaleras y henequeneras.12 En realidad, la situación que enfrentaban los enganchados distaba de la que tiempo después se instauraría en la colonia penal. En aquel momento, más que una pena jurídicamente instituida fue una práctica conveniente a los intereses de cierto sector de la élite, en donde entraban en juego las contradicciones entre capital y trabajo, sobre todo en regiones agroexportadoras con alta demanda de mano de obra. No sólo se adolecía de un espacio e instituciones formalmente constituidos, sino que la productividad contrastaría notoriamente, pues las Islas Marías distaron de ser un proyecto rentable.


    Por mucho que se quisiera asimilar al presidio, institución emparentada de oprobiosa reputación y cuyo ejemplo emblemático fue San Juan de Ulúa,13 la colonización penal en México surgió de una expectativa casi utópica. De forma paralela al penitenciarismo, cuya accidentada pero constante trayectoria resulta innegable, hubo proyectos que esgrimían alternativas de castigo nutridas de una profunda insatisfacción hacia las condiciones carcelarias en México.14 Entre éstos se encontró la relegación a colonias penales; alternativa que no estaba prevista en la legislación vigente.


    En el ámbito jurídico, la historia de la colonización penal en el México moderno comenzó con su negación, ya que el sistema adoptado en el código penal de 1871 entronizó la cárcel al tiempo que abolió el presidio y los trabajos forzados.15 Ambas formas de castigo habían sido empleadas durante el periodo virreinal e implicaban el traslado o deslocalización del penado.16 En la exposición de motivos del mismo cuerpo legal, Antonio Martínez de Castro sostuvo que “la pena por excelencia” era la prisión celular con base en un sistema progresivo, aduciendo que en ellos el preso purgaba su condena totalmente aislado pero con trabajo en común y observando un periodo de libertad preparatoria.17


    Siguiendo de forma parcial el modelo Filadelfia —que consiste en el confinamiento solitario— Martínez de Castro consideró que privar de comunicación al reo prevenía “conjuraciones y fugas” al tiempo que impedía la perversión moral por una suerte de contagio criminal.18 Sólo prescribió la instrucción y el trabajo en común como parte de la regeneración.19 Así, el sistema penal preveía recuperar al delincuente en la letra, pues pretendió fundarse en los principios aflictivos, ejemplares y correccionales, estableciendo el sistema carcelario en tres periodos: celular, de prisión común y de libertad preparatoria.20


    Los primeros que sugirieron complementar la ley con el fin de enviar a ciertos reos a trabajar en colonias penales, fueron criminólogos y penalistas que incursionaron en comisiones oficiales. El impulsor más recalcitrante fue Antonio A. de Medina y Ormaechea, quien consideró necesario sujetar a los condenados a cárcel a un proceso gradual de reintegración social.21 En 1884, propuso establecer colonias penitenciarias de libertos, para que en ellas extinguieran el periodo de libertad preparatoria los reos sentenciados a prisión por más de cinco años.22 En otras palabras, sugirió que éstos debían ingresar a establecimientos apartados de la prisión y, de ese modo, poner a prueba “el arrepentimiento y enmienda”.23


    Si bien Medina apuntó que la cárcel Nacional de Belem o el presidio militar de San Juan de Ulúa eran detestables, ratificó su apoyo al sistema prescrito en el código penal, que no veía reflejado en las cárceles. Es decir, sugirió:


    […] fijar [la] atención en ese establecimiento amplio, ameno y bien ventilado, en el cual el delincuente, extingue la pena de prisión por un tiempo proporcionado á la naturaleza y gravedad del delito, encerrado en una celda, incomunicado con todo lo que puede perjudicarle y en contacto con lo que ha de aprovechar en el sentido de su mejoramiento moral y material.24


    De ese modo, Medina y Ormaechea no sugirió crear una nueva pena, sino hacer una adición a la de prisión.25 En concreto, su propuesta coincidió con el régimen penitenciario irlandés de Crofton, que desarrolló un programa extracarcelario de asistencia al reo en su proceso de reintegración a la sociedad. Además de las fases señaladas por otros sistemas progresivos (primero prisión; segundo, trabajo en común y tercero, libertad preparatoria), éste contemplaba un paso previo a la liberación en que el recluso pasaba a un espacio intermedio de trabajo, fuese éste en granjas, fábricas o talleres.


    Los rasgos progresistas del penitenciarismo liberal contrastaron con una apreciación pesimista de los problemas sociales.26 Muchos creyeron que la vagancia, la mendicidad y la supuesta incorregibilidad de algunos delincuentes impedían el desarrollo, en general, y ponían en jaque al sistema carcelario, en particular. Por ello combatieron estas desviaciones de la norma y se esforzaron por fincar los mecanismos para alentar el orden social. Al poco tiempo, la colonización penal se concibió como pena alternativa, pues fue invocada para abatir la reincidencia.


    Siguiendo la experiencia francesa, la relegación debía aplicarse a los reincidentes; esto es, a los individuos que, aun después de cumplir condenas, volvían a delinquir.27 La reincidencia fue considerada como una “depravación moral” originada por la miseria y falta de educación, escollos que sólo podían abatirse gradualmente.28 Acaso para paliarlos, se pensó como parte de la solución establecer colonias agrícolas como alternativas a la cárcel y eliminar las penas de corta duración.29


    El debate sobre la colonización penal fue inyectado por el deseo de modificar las prisiones, pero esto siempre dentro de los márgenes de la escuela clásica de derecho penal. Con la transformación de la criminología, la idea de individualizar las penas de acuerdo con el tipo de delincuente ganó terreno en la cultura jurídica. De esta manera, dos tendencias —liberal y positivista— confluyeron en el objetivo de fundar establecimientos correccionales especiales para los reincidentes. Sin embargo, los proyectos debían resignificar las deportaciones que ya se hacían en la práctica.30


    Si bien ilegal, la transportación de delincuentes condenados por robo se hacía sin apoyatura en leyes. Desde el gobierno juarista hasta el porfirista, fue moneda corriente el envío de supuestos rateros a Yucatán, al Valle Nacional y a Quintana Roo. Allí se les empleaba en faenas agrícolas. Dos decretos delegaron en el Ejecutivo la decisión en torno al trabajo y el lugar donde los reos por robo simple, doméstico o con violencia debían purgar su condena. Ambas disposiciones dieron una legalidad aparente a esa práctica, ya que la pena señalada para esos delitos en el código debía ser siempre la de prisión o arresto.


    Así, pretendiendo refundar con nuevas ideas añejas inercias, la transportación maduró en el discurso de los teóricos del derecho. En Las colonias de rateros, el propio Medina y Ormaechea sintetizaba el sentir hacia los delitos contra la propiedad, y reputaba a la vagancia como verdadera amenaza. Para ello, calificó el fenómeno del “raterismo” como una afrenta a la propiedad privada llevada a cabo por mujeres, hombres y niños pobres sin vínculos familiares, instrucción ni disciplina:


    En efecto, esos pilluelos, esas mujeres desarregladas, esos descamisados que vagan por las calles de la ciudad aprovechando la ocasión más favorable para despojar á los transeúntes de cuantos objetos llevan al descuido; esos allanadores que, espiando las mejores oportunidades, extraen objetos depositados en las casas de comercio ó guardados en las habitaciones, casi en su totalidad, son menores de edad, sin ligas de familia, sin educación ni hábitos de trabajo.31


    En ese texto reiteró la conveniencia de establecer colonias agrícolas. Influido por el Congreso Penitenciario Internacional de San Petersburgo (1890), agregó a sus argumentos las virtudes del trabajo en común y al aire libre:


    La vida en común es más bien la vida del hombre. Se puede encerrar por un tiempo más ó menos largo al preso, por vía de pena, en una celda; pero siempre que no se trate de una prisión perpetua y sin esperanza de perdón, tendremos que hacerlo con un hombre, con un hombre que sale de la prisión porque tiene necesidad de volver á la sociedad. Es necesario prepararlo, es preciso que se encuentre, en el momento de su libertad, habituado, tanto como sea posible, á las dificultades y seducciones de la vida libre.32


    De esta forma, había nudos que tensaban los proyectos carcelarios. Por un lado, el objetivo de la regeneración era adoctrinar al individuo a hacer uso adecuado de su libre albedrío. Por el otro, la cárcel no permitía experimentar una liberación gradual. En tal sentido consideraron necesarias las colonias penales, particularmente para introducir hábitos de trabajo. Bajo esa perspectiva, si los “rateros” merecían una pena, ésta era la deportación.33 Inventar el “raterismo” e imaginar colonias penales fueron parte de un solo proceso.


    Es posible hablar de consolidación de proyectos refiriendo tanto la realidad empírica cuanto las percepciones de los actores que la promovieron.34 La apoteosis de la reforma carcelaria se dio en el cambio de siglo: el 29 de septiembre de 1900 se inauguró la Penitenciaría de México, edificada sobre los llanos de San Lázaro. Como otras inauguraciones, el evento fue aprovechado por las élites para persuadirse de que la modernidad abría sus puertas a México.35


    Dada su cercanía a los “científicos”, nadie parecía más adecuado que Miguel S. Macedo para pronunciar el discurso que pretendía basarse en la autoridad emanada de la penología y criminología reformistas. Convencido de la evolución social, la nueva penitenciaría simbolizaba la fase más acabada del castigo, a saber, la “represión tranquila y serena, como función del poder público”.36 En esencia, Macedo ratificaba el compromiso de adecuar las instituciones a un supuesto estadio de desarrollo social avanzado.37 Esto no significaba una confianza ciega en la penitenciaría, sino que veía en ésta simplemente un ladrillo para combatir la criminalidad, celebrando que por vez primera se contaba con “un régimen completo” dotado de “todas las fases de la vida del hombre a quien la justicia ha declarado delincuente”.38


    Más allá de este evento, el sistema represivo mexicano distaba de resolver los problemas que angustiaban a varios penalistas y funcionarios. Entre las propuestas para transformarlo hubo partidarios de la colonización penal destinada a corregir reincidentes y delincuentes habituales, particularmente a los condenados por robo.


    SURGIR EN LA CRISIS, 1905-1919


    Inscrita de lleno en la reforma carcelaria porfiriana, la relegación fue debatida por la comisión que se ocupó de revisar el Código penal de 1871. Una de las sugerencias de este grupo de juristas encabezado por Macedo, fue orientar la relegación a reincidentes y habituales en los delitos de robo, vagancia, mendicidad y falsificación o circulación de moneda. De acuerdo con ellos, sólo de esa forma podía desarraigarse del medio social a los incorregibles, alentar que formaran familias nucleares, fortalecer su compromiso con el trabajo y, en general, interiorizar una forma de vida que consideraban honrada.39 De ese modo, cinco años después de la inauguración de la Penitenciaría Nacional, el Ejecutivo hizo los preparativos para instituir una colonia penal mediante un decreto que destinó a las Islas Marías para tal efecto.40 Antes de detallar las discusiones jurídicas, conviene abrir un paréntesis para especular por qué se eligió ese archipiélago para albergar a la colonia penal.


    Como suele ocurrir en territorios casi despoblados, las únicas pistas nos llevan a pensar que los recursos naturales de las Islas Marías animaron el propósito de explotar económicamente el archipiélago, justo cuando se tensaron las relaciones del gobierno mexicano con explotadores de guano y perlas.41 Por ejemplo, un estadunidense que se dedicaba precisamente a dichas actividades, reclamó sobre la pesca clandestina que afectaba sus intereses, hecho que ejerció cierta presión e incomodidad en la saturada agenda de Limantour para proteger un paraje remoto, casi desconocido, sin mayor importancia, y por si fuera poco, en propiedad de particulares.42 Lo cierto es que fue Gila Azcona, viuda de Carpena, quien negoció el precio de 150 000 pesos. Si bien su deseo era que la propiedad quedara en manos del gobierno mexicano, tenía ofertas de extranjeros. Refería que varios ingenieros informaron que las Marías eran susceptibles de explotarse en ramos agrícolas, para lo cual sus recursos eran insuficientes.43 Carlos Rivas se encargó de gestionar la venta. Para afirmar el precio, señaló que negociaba con compañías dispuestas a respetar el importe que pedía.44 Las compañías pesqueras, interesadas sobre todo en concha perla, continuaron presionando, pues consideraban que allí estaban “sus mejores bancos”. A todos ellos se les pusieron límites, pues entonces ya se pensaba que “la explotación de esas islas contrariaba los fines de la colonia penal”.45 El interés fue tal, que se estableció una sección aduanal en María Madre, la isla de mayor tamaño y recursos.46 Sumado a las reformas que debían hacerse al código penal, el merodeo de particulares pudo haber influido en que las cuerdas de reos de la capital comenzaran a enviarse de manera consistente a partir de 1908.


    Hecha esta aclaración sobre las condiciones en que el gobierno mexicano adquirió la propiedad de las Islas Marías, debe decirse que con el decreto de 1905, Porfirio Díaz atendió dos propuestas de la reforma penitenciaria. La primera fue mejorar las cárceles; la otra, aumentar el repertorio de penas. Bajo tales premisas, hubo dos ciclos de debates alrededor de la relegación en colonias penitenciarias.47 El primero de ellos ocurrió entre marzo de 1906 y julio de 1913, y estuvo en buena medida vinculado con los trabajos de la comisión revisora del Código penal. La comisión debatió ampliamente la incorporación de la transportación en el régimen penitenciario mexicano.48 Sus integrantes, presididos por Macedo, esgrimieron cinco razones para recomendar la conveniencia de ésta. En primer lugar, señalaron que la nueva pena desarraigaba de un medio social corrompido a un tipo de delincuente compuesto por reincidentes y habituales —condenados por delitos leves como robo, vagancia, mendicidad y falsificación de moneda—. En segundo lugar, sostuvieron que al ofrecer al reo la posibilidad de formar una familia, éste podría interiorizar una manera de vida presuntamente civilizada. En tercer lugar y ligado de manera estrecha a lo anterior, consideraron que esa condición exigía un responsable y sacrificial compromiso con el trabajo y el ahorro. En cuarto lugar sugirieron que dicha institución permitía, a quienes así lo deseaban, conseguir un patrimonio, esto es, adquirir una propiedad y permanecer en calidad de colonos. Por último, arguyeron que las colonias penales podían constituir unidades productivas autárquicas, es decir, no presentarían obstáculos económicos al erario. Expresaron la suma de estos elementos de la siguiente manera:


    Hacer que los penados respiren un nuevo ambiente de salud y de vida en que las dormidas actividades despierten, los malos hábitos se extingan, las compañías dañosas se olviden, el contagio del delito en las cárceles disminuya y el amor al trabajo y al patrimonio adquirido a dura costa arraigue: tal es el objeto de la nueva pena que el gobierno ha iniciado y que la comisión acepta.49


    Una vez argumentada su conveniencia, los revisores pensaron en la organización de la colonia penal, tarea que prácticamente fue postergada. Querido Moheno —destacado periodista político y diputado federal porfiriano, que posteriormente ocuparía varios cargos en los gobiernos de Francisco I. Madero y Victoriano Huerta— fue el autor de la iniciativa de ley que establecía, por primera vez, la relegación a colonias penales.50


    El texto de Moheno puede considerarse como la primera reglamentación oficial de esa pena. En ese documento, reiteró que la reincidencia y la habitualidad representaban un desafío para los establecimientos correccionales. Comulgando con la sociología criminal en boga, así como con la fe liberal y positivista en las instituciones, consideró que la colonización penal desarticulaba las causas ambientales del delito. “De bien poco ha de servir —señaló— eliminar temporalmente á los grandes criminales, mientras permanezca intacto el mundo de la mala vida donde aquellos nacen y medran”.51 Así, en su argumentación ocuparon un lugar central los vagos y mendigos, pues, según Moheno, “el holgazán es generalmente un criminal en embrión”.52 Pero, en esencia, la transportación buscaba desahogar de las ciudades a la “gente menuda de la delincuencia, ese hormiguero de bribones que aquí como en todas partes, constituye la clientela habitual y diaria de las cárceles”.53


    Ése fue el preámbulo del proyecto de ley presentado al poder legislativo. El 20 de junio de 1908, la Cámara de Diputados decretó las reformas necesarias para legalizar la pena de relegación, destacando tres aspectos importantes: los lugares en que debía llevarse a cabo, el régimen punitivo que debía vigilarse y las penas que sancionaba.54


    En primer lugar, estableció la pena de relegación en colonias penales ubicadas en islas o lugares de difícil comunicación, determinando el archipiélago de las Islas Marías.55 En segundo lugar, adaptó el régimen que seguían las prisiones inspiradas en la legislación vigente, a saber, el sistema progresivo en dos periodos —tres si se considera la libertad preparatoria—: el primero de prisión celular, incomunicación parcial y trabajo, y el segundo también de encierro pero con actividades en común, dentro o fuera de la cárcel y con vigilancia inmediata, e incomunicación durante la noche en grupos no mayores de diez.56 “El objeto de estos dos primeros periodos es el de preparar al reo, haciéndole sentir el efecto duramente aflictivo de la pena”, señaló la comisión revisora del código penal.57


    Como se mencionó, los penalistas dieron un papel señero a la libertad preparatoria, destinando para este efecto tres cuartas partes de la duración de la condena. Asimismo, permitieron al reo establecerse con su familia en el penal una vez adquirida la libertad.58 “Siendo el principal objeto de las colonias penales segregar a los reos del medio en que han contraído el hábito de delinquir, se consideró muy conveniente establecer que los que hayan extinguido ya sus condenas puedan permanecer en la colonia”.59


    Por último, limitaron el castigo de reincidentes y delincuentes habituales, sentenciados por delitos leves como robo, vagancia, mendicidad y fabricación o circulación de moneda falsa.60 Esto es, la pena se imponía en sustitución del arresto mayor y de la reclusión en prisión cuando la sentencia dictada no excediera los dos años.61


    El Diario de Debates del Senado celebró la diversificación de las penas. Los redactores sostuvieron que “el delito y la pena han venido subdividiéndose […]; mejor dicho, ya no se estudia el delito en abstracto, sino que para ello se considera la propia personalidad del delincuente, por esta razón la organización de los establecimientos penales ha seguido una transformación análoga”.62


    Así, los senadores aprobaron el proyecto de ley para reorganizar los establecimientos penales, que introdujo la pena de relegación para comenzar a ser practicada en agosto de 1908. Seis meses después, en la respuesta al informe presidencial de Díaz, el senador Gregorio Mendizábal, entre adulación y deferencia, expresó que “el ejecutivo no ha perdonado esfuerzo á fin de lograr que los ramos todos de la administración continúen en la senda del progreso”.63


    El primer balance oficial sobre los resultados de la relegación tal como fue aprobada por el poder Legislativo lo realizó la comisión revisora del Código penal, en julio de 1913. Sus miembros insistieron en que, a diferencia de lo que remitieron, el proyecto aprobado por el Legislativo redujo la duración de la pena de seis a cuatro años el máximo, y dos años a seis meses el mínimo. Esto distó del proyecto original, menguando el supuesto potencial de regeneración e intimidación de la pena de relegación, que consideraban de “menor severidad” y, por lo tanto, cada año de cárcel equivalía a cuatro de relegación.64


    De ese modo, argumentaron en contra de la privación de la libertad por periodos cortos de tiempo, práctica que supuestamente agravaba la reincidencia. Para ello resaltaron que, entre 1902 y 1909, 87.4% de los delincuentes fue condenado a días y meses. A partir de esa base dedujeron que el grueso de los sentenciados estaba compuesto por “delincuentes habituales”. Nada sorprende, entonces, su diagnóstico:


    […] las penas de corta duración son completamente irrisorias para el delincuente habitual, además de que tienen el gravísimo inconveniente de corromper al delincuente primario, convirtiéndolo en habitual, de manera que son por completo contraproducentes: crean delincuentes habituales en vez de deshacerlos o corregirlos.65


    Además, tal formulación del problema estaba respaldada por un lado, en el prestigio de la penología, según los informes de doce países del Congreso Penitenciario Internacional reunido en Londres (1872), entre los cuales estaban los de Francia y Estados Unidos;66 y por el otro, se encontraba investida con el prestigio de una ciencia moderna, a saber, la criminología, misma que hace referencia a la sociología criminal de Enrico Ferri y a la antropología criminal de Cesare Lombroso; ambos de la escuela positivista.67 En suma, la comisión encabezada por Miguel S. Macedo sugería que la transportación debía ser impuesta por largos años.68


    El tono pesimista manifestado en la conclusión del primer ciclo de debates en torno a la relegación, cambió durante las discusiones del artículo 18 en el Congreso Constituyente de 1916, cuando se buscó refundar jurídicamente el Estado.69 Es un lugar común señalar que los delegados que lo conformaron se dividieron en dos tendencias.70 Por un lado, hubo quienes se obstinaron por recuperar el programa liberal del siglo XIX; y por el otro, el ala obregonista procuró inyectar un aliciente social a la Carta Magna, palpable en los ámbitos laboral y agrario (que la historiografía ha atendido con mayor cuidado). No es posible decir lo mismo sobre la polémica en torno a la reforma carcelaria, pues en el fondo, interpretar al Constituyente sólo en función de dos corrientes de pensamiento sería impreciso.


    Como lo señalan estudios recientes, en este punto (como en otros) la cuestión fue más compleja y hubo subdivisiones dentro de los dos principales grupos, jacobinos y moderados o renovadores; máxime si se consideran las relaciones entre la XVIII Legislatura y Carranza.71


    Entraré en lo que se deliberó alrededor del sistema penal. El artículo 18, tal como lo aprobó el Constituyente, prescribía la pena de prisión por delitos que merecían pena corporal, diferenciaba el espacio de prevención del de condena, y dejaba a consideración de cada estado el tipo de régimen penitenciario que debía seguirse, siempre y cuando se respetara el trabajo como base de la regeneración.72


    Antes de que se llegara a este acuerdo, el proyecto de Carranza coincidía en separar el espacio para recluir al acusado, por un lado, y al condenado, por el otro, ya que consideraba injusto juntar al individuo que no tuviera culpabilidad declarada con los “verdaderos delincuentes”. Pero el artículo aprobado se separó de la propuesta carrancista en uno de los asuntos medulares. Carranza sugirió centralizar el régimen penitenciario en el ejecutivo federal para suprimir “el gran número de cárceles inútiles que hay ahora en la mayoría de los estados” y uniformar el sistema carcelario.73 Así, propuso establecer colonias penales federales con la finalidad de uniformar el sistema penitenciario y centralizar su administración.74 Esta propuesta fue amplia y acaloradamente discutida. En ella se enredaron dos problemas del régimen penitenciario: la centralización o federalización, y el establecimiento de la colonia penal o la prisión.


    Los constituyentes tendieron a agruparse entre los que defendían la idea de Carranza frente a aquellos que proponían delegar en los estados el derecho para elegir su sistema penal, y de esa forma castigar a los delincuentes condenados bajo su jurisdicción.


    Los defensores de la relegación y centralización aseguraron dos cosas: que este sistema no atentaba contra la soberanía de los estados de la Federación y que debía deslindarse de la experiencia de deportación porfiriana. El tema de la colonización penal marcó las pautas. Entre los constituyentes que defendieron este régimen, destacaron los diputados José Natividad Macías y Félix F. Palavicini. Ante la crítica que generó la propuesta de Carranza, el primero de ellos aseguró que el proyecto no amenazaba el federalismo:


    Con la remisión de los presos a las colonias, en nada se menoscaba la soberanía de los estados, porque los jueces de los estados serán los que concedan la libertad preparatoria, los jueces de los estados serán los que fijen las condiciones en que ha de obtenerse esa libertad; los encargados de la prisión, que serán los empleados del Gobierno federal, únicamente harán las constancias necesarias para decir: este reo se ha portado bien, puede pasar ya a tal estado o bien puede pasar del primer período al segundo o al tercero, porque los sistemas éstos tienen la ventaja de adaptarse.75


    En pocas palabras, el diputado Macías resolvió la oposición al sistema de colonización penal federal considerándola producto de malentendidos. Con todo, asumió una posición conciliatoria al pronunciarse complacido con la coexistencia de colonias penales y regímenes celulares, sin dejar de advertir los problemas en que degeneraban los mosaicos penitenciarios. “Cómo me daría gusto ver a todos los mexicanos convertidos en unos Lombrosos” —esto es, versados en criminología— concluyó el diputado.76 Otros simpatizantes del proyecto carrancista, como Manuel Ugarte, consideraron necesario deslindar la relegación de las prácticas anteriores. Según este diputado, “las colonias penales no deben ni pueden ser las colonias de deportación, esa Siberia, como las Islas Marías y Quintana Roo que no han sido unas colonias penales sino unos lugares de deportación”.77 En cambio, había que concebirlas “dentro de la civilización” como un sistema capaz de regenerar individuos que “por una aberración propia de su naturaleza” infringieron la ley.78 De este modo, apostaba por una transformación radical del sistema celular, que según su perspectiva había mostrado ser ineficaz durante sesenta años.


    La opinión de Alberto Terrones no distó mucho de lo expresado por Manuel Ugarte, quien aseguró que “el criminal debe ser substraído de la sociedad y principalmente del elemento en que se encontraba”.79 Propuso extirpar la imagen de experiencias pasadas referentes a la colonización penal, y recuperar el proyecto del primer jefe matizando el centralismo, pues el delincuente dependía del Estado a pesar de estar fuera de su territorio. Ambos insistieron en que había entidades de la federación demasiado pobres o con escaso número de criminales para justificar gastos en un sistema penal “científico”.


    Por su parte, Hilario Medina expresó que a la sociedad le interesa retirar a un individuo que ha cometido un delito porque considera que constituye un peligro, pero no siempre es posible regenerarlo, “pues hay delincuentes natos, a los cuales es por demás imaginar cualquier sistema de corrección”.80 En esos casos, sugería “extirparlos por completo o condenarlos a prisión perpetua”.81 Una colonia penal era conveniente por la distancia, pero no siempre podía regenerar.


    Otros dos diputados defendieron la colonia penal. José María Truchuelo hizo referencias al anarquista ruso Piotr Kropotkin e insistió en los beneficios de la vida familiar fundados en la “mutua ayuda.”82 Por su parte, Epigmenio Martínez todavía fue más lejos al confiar en que los penados podían mantenerse por sí mismos en compañía de sus esposas e hijos. “¿Por qué, pues —expresó— somos tan obcecados para no admitir una colonia penal? Es mentira, señores, que los estados lleguen a tener su régimen penitenciario”.83


    Los argumentos contrarios a la colonización penal federal giraron en torno a tres líneas: el respeto de la soberanía de los estados, la carencia de territorios para construirlas y, por último, las funestas experiencias que ese régimen había manifestado en otras épocas y naciones. En la primera línea argumentativa ningunas voces sonaron tan fuerte como las de Hilario Medina y Francisco J. Múgica. Ambos defendieron la soberanía de los estados. Pero, a diferencia del general michoacano, Medina señaló que el problema no radicaba en la diatriba de establecer colonias penales o penitenciarías, pues “los hechos sociales no se sustituyen los unos a los otros” o, en términos metafóricos, “nosotros que hemos aceptado el automóvil aún tenemos coches”. Por lo tanto, el auténtico debate estaba entre el centralismo y el federalismo, no entre reclusión y colonización penal.84


    En otro sentido, varios constituyentes coincidieron en que no había territorios apropiados en términos sanitarios. A ello sumó Múgica que los territorios insulares en México estaban sumamente incomunicados: “¿En cuál de ellas se puede poner unas sola colonia penal? ¿Sabéis, señores, lo que pasó con aquella isla que se llama Clipperton y que se dice nos pertenece? Un oficial federal, en la época de la dictadura, estuvo allí recluido por más de un año, abandonado a sus propios recursos, a las inclemencias de todos los elementos”.85 Más allá de que no había lugares para llevar a cabo la colonización penal, varios diputados reprobaron la naturaleza misma de este proyecto. Como referentes tuvieron la experiencia de deportación a Quintana Roo en México, y los “helados desiertos” de la Siberia rusa. Según Heriberto Jara, la industria henequenera de la península de Yucatán escenificaba “campos de osamentas de infelices”, donde los reos “no van más que a ser pasto para la explotación de los ambiciosos”.86 En tal sentido, Jara concluyó: “Hasta ahora […] no se nos ha dado un solo ejemplo de que una colonia penal haya servido para el objeto a que se le ha destinado”.87 Manuel Dávalos alegó que eso no había sido una colonia penal, sino “una Siberia a la que el zar de México enviaba al que le estorbaba para mantenerse en el poder”. En todos los casos, concluyó que era una institución indeseable.88 Antonio de la Barrera y Esteban Baca Calderón advirtieron que las colonias penales eran injustas porque castigaban a la familia, y además, en otras naciones poseían el estigma de ser paraderos de presos políticos.89 Finalmente, puede verse que las palabras de Enrique Colunga en sesiones anteriores habían hecho eco entre los constituyentes: “no consintáis que se injerte en la democracia mexicana un retoño de la autocracia rusa y no permitáis que caiga semejante vergüenza sobre nuestra patria, porque si aceptamos ese sistema penal, mañana tendríamos en las Islas Marías, en Quintana Roo, un siniestro reflejo de las deportaciones de la Siberia”.90


    La opinión conciliatoria fue emitida por José M. Rodríguez, quien advirtió una falsa disyuntiva en las discusiones del artículo 18. Desde su punto de vista, los estados podían mantener el derecho a tener sus propias colonias penales o prisiones toda vez que contaran con espacios adecuados. En caso contrario, propuso que debían enviar a sus reos a establecimientos del gobierno federal.


    Yo estoy por la soberanía de los estados, porque se les respete y se lleve al terreno de la práctica; pero es conciliable una cosa con otra: es bueno que la federación tenga sus colonias penales, pero que las tenga para todos aquellos presos de los estados donde no puedan tener colonias penales especiales para recoger a sus criminales, porque no debemos quitarles a los estados el derecho de que puedan tener colonias penales y que tengan allí a sus reos para castigarlos […]. Así es que se puede conciliar perfectamente que la Federación tenga sus colonias penales y que vayan allí los reos de todas partes.91


    El 27 de diciembre de 1916, al interior del teatro Iturbide en la ciudad de Querétaro de Arteaga, fue aprobado el artículo 18 constitucional con 155 votos a favor y 37 en contra. Su segundo párrafo, el más polémico, quedó redactado de la siguiente manera: “Los gobiernos de la federación y de los estados organizarán, en sus respectivos territorios, el sistema penal —colonias, penitenciarías o presidios— sobre la base del trabajo como medio de regeneración”.92


    Los debates que dieron origen a la Constitución de 1917 indican el recelo de gran parte de los legisladores hacia la relegación. Tal vez es ésta una de las razones por las cuales no hubo más colonias penales. Desde entonces, los legisladores permitieron la coexistencia de sistemas penitenciarios, pero la balanza se inclinó hacia la prisión celular. No se desmantelaron las cárceles porfirianas, pero sí incursionaron otras generaciones de legisladores, criminólogos y penólogos en su reglamentación.


    REDEFINICIONES, 1920-1939


    El 10 de marzo de 1920 se promulgó el reglamento interior de la colonia penal de las Islas Marías, redactado por Paulino Machorro Narváez.93 Antes de éste, había normado la ley de 20 de junio de 1908 y disposiciones de establecimientos penales federales. Hubo varias visitas para definirlo, destacando la de Isidro Fabela.94 Pero sólo el documento creado por el exmilitante del Partido Liberal y después procurador de justicia, detalló las normas que debían regir la vida de las Tres Marías. Éste consta de tres partes: disposiciones generales, trabajo del preso y gobierno y administración de la colonia.


    Se declaró que, de acuerdo con los cuerpos legales mexicanos, la colonia penal estaba guiada por el principio de “regeneración de los culpables por medio del trabajo”. Facultó a la Secretaría de Gobernación para nombrar y remover empleados, intervenir en todo lo relativo a la administración y expedir las órdenes de libertad. Así, todos los empleados quedaban subordinados a esta Secretaría, en particular al Consejo de Previsión Social.95


    El reglamento reiteró que la pena se dividía en tres periodos: el primero, de prisión celular con incomunicación parcial y trabajo; el segundo, también de prisión en grupos de diez y con trabajo en común. Ambos periodos podían variar según el comportamiento del penado.96 Debe decirse que la falta de prisiones celulares dentro de la colonia penal hizo imposible cumplir estas disposiciones. De manera hipotética, cumplidos los dos primeros periodos, los reos obtenían libertad preparatoria, que debía durar al menos un año. Cuando cubrían su tiempo de residencia estaban autorizados a permanecer en el penal y establecerse con sus familias.97


    En principio, el producto del trabajo de los reos se destinaba al erario, pero por derecho se les debía conceder una parte para sostener a su familia o bien ahorrar. Conservaban los derechos laborales relativos a salario mínimo y a la jornada no mayor de ocho horas. Con todo, se introdujeron diferencias de acuerdo con el tipo de delito. A los reos políticos y de arresto menor se les debía entregar la totalidad del producto de su trabajo en “efectos” o en numerario, según eligieran. En cambio, los condenados a arresto mayor, prisión, transportación o reclusión en establecimiento de corrección penal, debían destinar 25% al pago de responsabilidad civil y reparación del daño, y 60% a un fondo de reserva en caso de que la pena fuera de cinco o más años, mientras que el 15% restante debía destinarse al mantenimiento de las instalaciones. Si la familia —entendida según el modelo nuclear de cónyuge, ascendientes, descendientes y hermanos menores de catorce años, que vivieran en la casa y a expensas del reo al tiempo de su aprehensión— necesitaba mayores ingresos, o si el reo mostraba buen comportamiento, se le otorgaban gratificaciones semanales que salían del porcentaje destinado a ropa, o para reparar las instalaciones de la colonia.98


    En su última sección, el reglamento se ocupó del gobierno de la colonia penal. Lo dividió en tres ramas: dirección, administración y vigilancia.99 Contempló un director encargado del mando superior, con jurisdicción política en las tres islas e investido como representante de la Secretaría de Gobernación, es decir, tenía carácter de “delegado político”.100 Siguiendo un modelo vertical y centralista, debía atender las instrucciones según atribuciones y responsabilidades que ello confería.101


    
      
        
      

      
        
          	
            CUADRO 1

            OBLIGACIONES DEL DIRECTOR DE LA COLONIA PENAL

          
        


        
          	
            Cuidar que se cumplan leyes y reglamentos; seguir de cerca el desempeño de los reclusos; vigilar la conducta de los empleados; dictar medidas de policía; imponer penas disciplinarias; consultar con la Secretaría de Gobernación la expulsión de individuos no recluidos, el cese y suspensión de empleados, así como la expedición de licencias y pasajes para empleados y liberados; impedir el contacto de los reclusos con personas ajenas a la colonia, así como la entrada y salida de mercancías; llevar registro general de reclusos; visar recibos de mercancías y productos remitidos por Gobernación; organizar el trabajo de los reclusos, su vigilancia y los servicios de la colonia; facilitar trabajadores a concesiones privadas dedicadas a la explotación de recursos de la colonia.


            Llevar una conducta ejemplar (“moralidad y dominio de sí mismo”).

          
        


        
          	
            Fuente: Reglamento interno de la colonia penal de las Islas Marías, 1920, art. 26, sección I-XIX.

          
        

      
    


    Entre las funciones del director llaman la atención dos. Por una parte, el reglamento basaba la autoridad de éste en su presunta ejemplaridad y “alta moralidad” y, por la otra, le concedía discrecionalidad para administrar penas disciplinarias (“correctivas”). Ambos puntos generaron debate, ya que la mayor parte de los conflictos se debieron a abusos del director tanto sobre los empleados como en contra de los presos.


    Como apoyo al director, existía un cuerpo administrativo obligado a residir en María Madre. Sus miembros sólo podían salir mediante permiso expreso del secretario de Gobernación. De lo contrario, se les suspendía el sueldo.102


    
      
        
        
      

      
        
          	
        


        
          	
            CUADRO 2

            OBLIGACIONES DEL CUERPO AUXILIAR DEL GOBIERNO DE LA COLONIA

          
        


        
          	
            Auxiliar del director

          

          	
            Jefe inmediato de empleados de la oficina


            Encargado de la correspondencia oficial de la colonia


            Desempeñar comisiones asignadas por el director


            Comunicar las órdenes del director

          
        


        
          	
            Mayordomo general

          

          	
            Ejecutar las instrucciones del director


            Vigilar el trabajo de los reclusos y la conservación del orden


            Formar las cuadrillas de trabajo


            Nombrar capataces


            Pasar lista a los reclusos en la mañana y en la tarde


            Informar sobre el desempeño de los reclusos


            Comandar a los capataces (grupos de cinco)

          
        


        
          	
            Profesores

          

          	
            Enseñar oficios e instruir a los reclusos


            Informar sobre el comportamiento y desempeño de los reclusos


            Organizar actividades recreativas (conferencias y excursiones) para los reclusos

          
        


        
          	
            Comisión de talleres

          

          	
            Corregir el trabajo de los reos

          
        


        
          	
            Servicio médico

          

          	
            Compuesto por internista titulado y su auxiliar


            Encargado de asistir a todos los habitantes de la colonia


            Encargado del servicio sanitario


            Inspeccionar localidades de la isla mensualmente


            Inspeccionar la cantidad y calidad de alimentos

          
        


        
          	
            Resguardo militar

          

          	
            Cuidar el territorio nacional en la colonia e islas adyacentes


            bajo órdenes del director


            Remitirse a Gobernación en caso de algún conflicto

          
        


        
          	
            Fuente: Reglamento de la colonia penal de las Islas Marías, 1920, arts. 27-44.

          
        

      
    


    Como puede advertirse, se trata de un cuerpo administrativo con una división del trabajo bastante simple. Los integrantes —auxiliar, mayordomo, profesores, cuerpo médico y resguardo militar— debían obedecer las órdenes del director. Juntos debían hacer funcionar la colonia penal. Gran parte del énfasis estaba en los profesores, quienes debían emplear “todos los medios de la persuasión y de la bondad necesarios para infundir en los reclusos sentimientos de moralidad y orden, el deseo de apartarse de las formas ilícitas de vida y la resolución de volver al seno de la sociedad y ser miembros útiles de ella”.103 Por su parte, del resguardo militar, compuesto por el Cuerpo de Inválidos —sobre todo de mutilados como resultado de la lucha revolucionaria— se decía muy poco.


    Además de las de la dirección, el reglamento prescribía las características de la administración de la colonia. Las provisiones y artículos de ésta quedaban a cargo de un administrador —una suerte de contador— que dependía de la Secretaría de Gobernación por conducto del director. Debía manejar las provisiones y artículos de la colonia (supervisar alimentos, elaborar inventarios, guardar recibos y registrar la procedencia, naturaleza y destino de los artículos, así como archivar las cuentas).104


    Por último, la vigilancia general de la colonia quedaba a cargo de un Consejo de Inspección, compuesto por el jefe de Hacienda, el agente del Ministerio Público Federal y el delegado sanitario de algún puerto (San Blas, Mazatlán o Manzanillo). El hecho de que este órgano estuviera afuera de la colonia penal, se explica por la necesidad de comunicación expedita y, tal vez, como medida para descentralizar la administración. Debía inspeccionar la isla, mensual o bimestralmente, así como supervisar que se observaran las leyes y reglamentos en la colonia. De este modo se encargaba de levantar actas sobre la situación del penal, gozando de la capacidad para enviar “informes reservados”.105 Con estas disposiciones, el gobierno, la administración y la vigilancia de la colonia penal, quedaron reglamentados.


    El reglamento llevaba cinco años funcionando cuando se optó por reformar el Código Penal para el Distrito y territorios federales, vigente desde 1872. Para ello, entre 1925 y 1926 se integró la comisión presidida por José Almaraz. Siguiendo las líneas de la escuela positivista, los redactores del nuevo código hicieron énfasis en la necesidad de contemplar la personalidad y peligrosidad del infractor al aplicar y ejecutar la sanción. Hubo elementos del positivismo, pero varias concesiones a la escuela clásica. Suprimieron la pena capital, lo cual iba en contra de la idea de eliminación de los incorregibles, pero admitieron aspectos que anunciaron la consideración de la peligrosidad al aplicar la sanción. Así, llaman la atención los siguientes elementos: introducción de la condena condicional, supresión del jurado popular, y establecimiento del organismo rector de la ejecución penal —entonces Consejo Supremo de Defensa y Prevención Social—. Así, una prueba visible de la negociación de la corriente positivista está en la abolición de la pena de muerte. A cambio, introdujeron la referencia al “estado peligroso” o latencia de criminalidad.106 Señalaron que las circunstancias agravantes o atenuantes determinan “la temibilidad del delincuente y la graduación de las sanciones”.107
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